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TEMARIO

Tema	1.‐	El	administrado	y	el	ciudadano:	concepto	y	clases.	La	capacidad	de	los	ciudadanos
y	sus	causas	modificativas.	Derechos	subjetivos	e	intereses	legítimos.

Tema	2.‐	El	acto	administrativo:	concepto	y	clases.	Elementos	del	acto	administrativo.	La
eficacia:	notificación	y	publicación.	Las	fases	del	procedimiento	administrativo:	iniciación,
ordenación	e	instrucción.	El	silencio	administrativo.	Finalización	del	procedimiento.

Tema	3.‐	Los	recursos	administrativos:	principios	generales.	Actos	susceptibles	de	recurso
administrativo.	Reglas	generales	de	tramitación	de	los	recursos	administrativos.	Clases	de
recursos.	La	invalidez	del	acto	administrativo.	Supuestos	de	nulidad	de	pleno	derecho	y
anulabilidad.	La	convalidación	del	acto	administrativo.	La	revisión	de	oficio.

Tema	4.‐	 Identificación	y	 firma	de	 los	 interesados	en	el	procedimiento	administrativo.
Derecho	de	las	personas	en	las	relaciones	con	las	Administraciones	Públicas.	Derecho	y
obligación	a	relacionarse	electrónicamente	con	las	Administraciones	Públicas.

Tema	5.‐	Funcionamiento	electrónico	del	sector	público:	sede	electrónica,	sistemas	de
identificación	de	las	Administraciones	Públicas,	firma	electrónica	del	personal	al	servicio
de	las	Administraciones	Públicas,	aseguramiento	e	interoperabilidad	de	la	firma	electrónica
y	archivo	electrónico	de	documentos.

Tema	6.‐	La	administración	local:	principios	generales.	El	municipio:	concepto,	elementos,
organización	y	competencias.	Las	formas	de	actividad	de	las	entidades	locales.

Tema	7.‐	Ordenanzas	y	Reglamentos	de	las	Entidades	Locales.	Clases.	Procedimiento	de
elaboración	y	aprobación.

Tema	 8.‐	 La	 Ley	 19/2013,	 de	 transparencia,	 acceso	 a	 la	 información	 pública	 y	 buen
gobierno:	publicidad	activa	y	derecho	de	acceso	a	la	información	pública.

Tema	9.‐	Ley	Orgánica	3/2007,	para	la	igualdad	efectiva	de	mujeres	y	hombres:	Objeto	y
ámbito	de	aplicación.	El	principio	de	igualdad	y	la	tutela	contra	la	discriminación.

Tema	 10.‐	 Ley	 31/1995,	 de	 Prevención	 de	 Riesgos	 Laborales:	 Ámbito	 de	 aplicación.
Derechos	y	deberes.	Principios	de	la	acción	preventiva.	Evaluación	de	riesgos.	Obligaciones
de	los	trabajadores	y	trabajadoras	en	materia	de	prevención	de	riesgos.	Consulta	a	los
trabajadores	y	trabajadoras.	Comité	de	Seguridad	y	Salud.
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TEMA	1.‐	EL	ADMINISTRADO	Y	EL	CIUDADANO:	CONCEPTO	Y	CLASES.
LA	CAPACIDAD	DE	LOS	CIUDADANOS	Y	SUS	CAUSAS	MODIFICATIVAS.

DERECHOS	SUBJETIVOS	E	INTERESES	LEGÍTIMOS.

1.‐	EL	ADMINISTRADO	Y	EL	CIUDADANO

1.1.‐	CONCEPTOS	GENERALES

Tradicionalmente	se	ha	utilizado	el	término	“administrado”	para	referirse	al	sujeto	destinatario	del	ejercicio
de	potestades	administrativas	(es	decir,	la	persona	que	se	sitúa	en	una	relación	jurídico‐administrativa	como
contraparte	de	la	Administración).	

Sin	embargo,	desde	hace	algún	tiempo	el	concepto	de	administrado	ha	sido	objeto	de	cierto	rechazo	debido
a	que	sitúa	al	particular	en	una	situación	pasiva	(administrado	es	alguien	sobre	el	cual	se	administra,	el	que
soporta	la	acción	de	administrar).	

La	problemática	que	plantea	el	término	“administrado"	puede	centrarse	en	torno	a	dos	ideas:	por	una	parte,
técnicamente	la	posición	de	los	particulares	frente	a	las	Administraciones	Públicas	va	mucho	más	allá	de	ser
un	mero	administrado,	pues	como		se	verá	es	además	titular	de	una	posición	activa	(se	tienen	derechos,	por
ej.);	y	por	otra,	desde	el	punto	de	vista	político,	el	término	administrado	contraría	la	idea	de	participación
ciudadana	en	los	asuntos	públicos.	

Por	esta	razón	‐entre	otras‐	la	Ley	30/1992	sustituyó	el	término	administrado	por	el	de	«ciudadano»,	que
de	suyo	conlleva	la	idea	de	sujeto	de	derechos	frente	al	Estado.	Sin	embargo,	cuando	se	utiliza	el	término
ciudadano	debe	entenderse	en	 sentido	amplio,	pues	 caso	 contrario	 se	excluiría,	 por	ej.,	 a	 las	personas
jurídicas,	que	en	el	ámbito	económico	son	las	que	presentan	un	mayor	porcentaje	de	actuaciones	y	litigios
frente	a	la	Administración.	

Finalmente,	para	tener	un	panorama	más	amplio	respecto	a	este	planteamiento,	no	debe	olvidarse	que	la
misma	Constitución	utiliza	el	término	administrado	en	el	art.	149.1.18,	cuando	señala	que	corresponde	al
Estado	establecer	"las	bases	del	régimen	jurídico	de	las	Administraciones	públicas	y	del	régimen	estatutario
de	sus	funcionarios	que,	en	todo	caso,	garantizarán	a	los	administrados	un	tratamiento	común	ante	ellas".	Y
en	 los	mismos	términos	se	pronuncia	 la	Ley	39/2015,	del	Procedimiento	Administrativo	Común	de	 las
Administraciones	Públicas,	aún	cuando	alterna	la	denominación	de	administrados	con	la	de	ciudadanos.	

En	definitiva,	la	adopción	del	término	administrado,	ciudadano	o	similares,	no	resulta	de	gran	relevancia	más
allá	del	ámbito	de	la	discusión	doctrinal,	siendo	en	todo	caso,	una	opción	de	política	legislativa.

1.2.‐	CLASES	DE	SITUACIONES

Para	empezar,	es	importante	tener	claro	que	la	distinción	entre	categorías	de	administrados	es	meramente
dogmática	(es	decir,	deriva	de	la	doctrina),	y	la	diferencia	entre	una	y	otra	en	muchos	ámbitos	puede	ser
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TEMA	2.‐	EL	ACTO	ADMINISTRATIVO:	CONCEPTO	Y	CLASES.	ELEMENTOS	DEL
ACTO	ADMINISTRATIVO.	LA	EFICACIA:	NOTIFICACIÓN	Y	PUBLICACIÓN.	LAS	FASES
DEL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO:	INICIACIÓN,	ORDENACIÓN	E	INSTRUC‐
CIÓN.	EL	SILENCIO	ADMINISTRATIVO.	FINALIZACIÓN	DEL	PROCEDIMIENTO.

1.‐	EL	ACTO	ADMINISTRATIVO

1.1.‐	CONCEPTO	DE	ACTO	ADMINISTRATIVO

Puede	definirse	al	acto	administrativo	como	cualquier	declaración	de	voluntad,	de	deseo,	de	conocimiento
o	de	juicio	realizada	por	un	órgano	de	la	Administración	Pública	en	el	ejercicio	de	una	potestad	administrati‐
va.	Y	también,	de	una	forma	más	breve,	como	acto	jurídico	realizado	por	la	Administración	con	arreglo	al
Derecho	Administrativo.	O	como	toda	declaración	jurídica,	unilateral	y	ejecutiva,	en	virtud	de	la	cual	la
Administración	tiende	a	crear,	reconocer,	modificar	o	extinguir	situaciones	jurídicas	objetivas.

La	Ley	39/2015	no	da	un	concepto	de	acto	administrativo,	si	bien	el	art.	34	da	por	sentada	su	existencia
cuando	manifiesta	que	“Los	actos	administrativos	que	dicten	las	Administraciones	Públicas,	bien	de	oficio	o	a
instancia	del	interesado,	se	producirán	por	el	órgano	competente	ajustándose	a	los	requisitos	y	al	procedimiento
establecido”,	añadiendo	que	“El	contenido	de	los	actos	se	ajustará	a	lo	dispuesto	por	el	ordenamiento	jurídico
y	será	determinado	y	adecuado	a	los	fines	de	aquéllos”.

Establecido	el	concepto,	se	pueden	señalar	las	siguientes	características	de	los	actos	administrativos:

1ª.‐	El	acto	administrativo	es	un	acto	jurídico:	consiste	en	una	declaración,	lo	que	excluye	las	actividades
materiales	de	la	Administración	(actividades	instrumentales	como	una	llamada	por	teléfono,	un	requeri‐
miento	de	documentación,	el	otorgamiento	de	un	plazo,	etc).

2ª.‐	La	declaración	puede	ser	de	voluntad,	de	juicio,	de	conocimiento	y	de	deseo:

‐Entre	las	declaraciones	de	conocimiento	se	pueden	citar	los	actos	consultivos,	los	informes,	los	actos
de	intervención	y	fiscalización	financiera,	etc.

‐Entre	las	declaraciones	de	conocimiento	están	los	certificados,	las	anotaciones	o	registro	de	títulos,
los	levantamientos	de	actas,	etc.

‐Como	declaraciones	de	deseo,	las	propuestas	o	peticiones	de	un	órgano	a	otro.

3ª.‐	El	acto	administrativo	ha	de	proceder	de	una	Administración,	lo	que	implica	que	no	puedan	ser
considerados	actos	administrativos:

‐Los	actos	políticos	del	Gobierno.
‐Los	actos	jurídicos	del	interesado.
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TEMA	3.‐	LOS	RECURSOS	ADMINISTRATIVOS:	PRINCIPIOS	GENERALES.
ACTOS	SUSCEPTIBLES	DE	RECURSO	ADMINISTRATIVO.	REGLAS	GENERALES

DE	TRAMITACIÓN	DE	LOS	RECURSOS	ADMINISTRATIVOS.	CLASES	DE	RECURSOS.
LA	INVALIDEZ	DEL	ACTO	ADMINISTRATIVO.	SUPUESTOS	DE	NULIDAD	DE

PLENO	DERECHO	Y	ANULABILIDAD.	LA	CONVALIDACIÓN	DEL	ACTO
ADMINISTRATIVO.	LA	REVISIÓN	DE	OFICIO.

1.‐	LOS	RECURSOS	ADMINISTRATIVOS

1.1.‐	CONCEPTO	Y	CARACTERES

Un	recurso	administrativo	puede	definirse	como	la	impugnación	de	un	acto	administrativo	ante	un	órgano
de	este	carácter.	Así,	los	recursos	administrativos	son	actos	del	ciudadano	mediante	los	que	éste	pide	a	la
propia	Administración	la	revocación	o	reforma	de	un	acto	administrativo	(o	de	una	disposición	de	carácter
general	de	rango	inferior	a	la	Ley),	en	base	a	un	título	jurídico	específico.

Junto	a	esta	definición	 inicial	de	 los	recursos	administrativos	hay	que	recoger	 la	existencia	en	nuestro
sistema	jurídico	de	un	doble	sistema	de	recursos,	que	reconoce	a	los	destinatarios	de	los	actos	administrati‐
vos	 la	posibilidad	de	 impugnarlos	ante	 la	propia	Administración	que	 los	dictó	o	ante	 los	Tribunales	de
Justicia,	en	este	caso	ante	la	jurisdicción	contencioso‐administrativa.	Duplicidad	de	recursos,	administrativos
y	jurisdiccionales,	que	constituyen	en	principio	una	doble	garantía	para	los	ciudadanos	y	que	generalmente
no	tiene	carácter	alternativo	sino	acumulativo	o	sucesivo:	el	acto	o	disposición,	unas	veces	puede	otras	debe,
ser	impugnado	primero	ante	la	propia	Administración	que	lo	dictó	y	sólo	después,	desestimada	expresa	o
tácitamente	aquella	primera	impugnación,	puede	plantearse	una	segunda	ante	los	Tribunales	contencio‐
so‐administrativos.

Así	pues,	los	rasgos	fundamentales	de	los	recursos	administrativos	y	que	caracterizan	en	nuestro	ordena‐
miento	el	sistema	de	recursos,	son:

‐Su	finalidad	impugnatoria	de	actos	o	disposiciones	que	se	estimen	contrarios	a	derecho.

‐El	papel	de	garantía	de	los	ciudadanos	frente	a	la	Administración.

‐Su	concepción	como	trámite	previo,	unas	veces	potestativo,	otras	preceptivo	o	previo	de	la	impugnación
ante	los		Tribunales	contencioso‐administrativos.

1.2.‐	PRINCIPIOS	GENERALES

Objeto	y	clases.‐	Contra	las	resoluciones	y	los	actos	de	trámite,	si	estos	últimos	deciden	directa	o	indirecta‐
mente	 el	 fondo	 del	 asunto,	 determinan	 la	 imposibilidad	 de	 continuar	 el	 procedimiento,	 producen
indefensión	o	perjuicio	irreparable	a	derechos	e	intereses	legítimos,	podrán	interponerse	por	los	intere‐
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TEMA	4.‐	IDENTIFICACIÓN	Y	FIRMA	DE	LOS	INTERESADOS	EN
EL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO.	DERECHO	DE	LAS	PERSONAS	EN

LAS	RELACIONES	CON	LAS	AA.PP.	DERECHO	Y	OBLIGACIÓN	A
RELACIONARSE	ELECTRÓNICAMENTE	CON	LAS	AA.PP.

1.‐	IDENTIFICACIÓN	Y	FIRMA	DE	LOS	INTERESADOS	EN	EL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO

Sistemas	de	identificación	de	los	interesados	en	el	procedimiento.‐	Las	Administraciones	Públicas	están
obligadas	a	verificar	la	identidad	de	los	interesados	en	el	procedimiento	administrativo,	mediante	la
comprobación	de	su	nombre	y	apellidos	o	denominación	o	razón	social,	según	corresponda,	que	consten
en	el	Documento	Nacional	de	Identidad	o	documento	identificativo	equivalente.

Los	interesados	podrán	identificarse	electrónicamente	ante	las	Administraciones	Públicas	a	través	de
cualquier	sistema	que	cuente	con	un	registro	previo	como	usuario	que	permita	garantizar	su	identidad.
En	particular,	serán	admitidos,	los	sistemas	siguientes:

a)	Sistemas	basados	en	certificados	electrónicos	reconocidos	o	cualificados	de	 firma	electrónica
expedidos	 por	 prestadores	 incluidos	 en	 la	 «Lista	 de	 confianza	 de	 prestadores	 de	 servicios	 de
certificación».	A	estos	efectos,	se	entienden	comprendidos	entre	los	citados	certificados	electrónicos
reconocidos	o	cualificados	los	de	persona	jurídica	y	de	entidad	sin	personalidad	jurídica.

b)	 Sistemas	basados	en	 certificados	electrónicos	 reconocidos	o	 cualificados	de	 sello	 electrónico
expedidos	 por	 prestadores	 incluidos	 en	 la	 «Lista	 de	 confianza	 de	 prestadores	 de	 servicios	 de
certificación».

c)	Sistemas	de	clave	concertada	y	cualquier	otro	sistema	que	las	Administraciones	Públicas	conside‐
ren	válido,	en	los	términos	y	condiciones	que	se	establezcan.

Cada	Administración	Pública	podrá	determinar	si	sólo	admite	alguno	de	estos	sistemas	para	realizar
determinados	trámites	o	procedimientos,	si	bien	la	admisión	de	alguno	de	los	sistemas	de	identificación
previstos	en	la	letra	c)	conllevará	la	admisión	de	todos	los	previstos	en	las	letras	a)	y	b)	anteriores	para
ese	trámite	o	procedimiento.

En	todo	caso,	la	aceptación	de	alguno	de	estos	sistemas	por	la	Administración	General	del	Estado	servirá
para	acreditar	frente	a	todas	las	Administraciones	Públicas,	salvo	prueba	en	contrario,	la	identificación
electrónica	de	los	interesados	en	el	procedimiento	administrativo.

Sistemas	de	firma	admitidos	por	las	Administraciones	Públicas.‐	Los	interesados	podrán	firmar	a	través	de
cualquier	medio	que	permita	acreditar	la	autenticidad	de	la	expresión	de	su	voluntad	y	consentimiento,
así	como	la	integridad	e	inalterabilidad	del	documento.
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TEMA	5.‐	FUNCIONAMIENTO	ELECTRÓNICO	DEL	SECTOR	PÚBLICO:
SEDE	ELECTRÓNICA,	SISTEMAS	DE	IDENTIFICACIÓN	DE	LAS	AA.PP.,
FIRMA	ELECTRÓNICA	DEL	PERSONAL	AL	SERVICIO	DE	LAS	AA.PP.,

ASEGURAMIENTO	E	INTEROPERABILIDAD	DE	LA	FIRMA
ELECTRÓNICA	Y	ARCHIVO	ELECTRÓNICO	DE	DOCUMENTOS.

1.‐	ADMINISTRACIÓN	ELECTRÓNICA

La	administración	electrónica	constituye	un	instrumento	esencial	para	prestar	unos	servicios	públicos	más
eficaces	y	de	mejor	calidad,	reducir	los	plazos	de	espera	de	los	usuarios	y	mejorar	la	transparencia	y	la
rendición	de	cuentas.

La	administración	electrónica	se	define	como	la	utilización	de	las	tecnologías	de	la	información	y	la	comuni‐
cación	(TIC)	en	las	AA.PP.,	asociada	a	cambios	en	la	organización	y	nuevas	aptitudes	del	personal.	El	objetivo
es	mejorar	los	servicios	públicos,	reforzar	los	procesos	democráticos	y	apoyar	a	las	políticas	públicas.

La	administración	electrónica	o	e‐administración	va	más	allá	de	la	mera	automatización	de	los	procesos
administrativos	y	el	desarrollo	de	productos	y	servicios	electrónicos.	Supone	una	nueva	concepción	de	la
relación	con	los	ciudadanos,	empresas	e	instituciones,	y	una	reingeniería	de	los	procesos.

1.1.‐	EL	DESARROLLO	DE	LA	ADMINISTRACIÓN	ELECTRÓNICA

Las	AA.PP.	llevan	años	invirtiendo	para	mejorar	su	funcionamiento	interno,	con	el	convencimiento	de	que
el	 ahorro	económico	derivado	del	 incremento	de	 su	eficacia	 y	 eficiencia	 se	 trasladaría	 a	 ciudadanos	y
empresas.	La	reducción	de	costes	de	los	servicios,	consecuencia	de	la	mejora	de	su	eficiencia	interna	y	la
reducción	de	los	plazos	de	tramitación	de	los	procedimientos	permitiría	servicios	mejores	a	menor	coste	a
la	ciudadanía	en	su	conjunto.

En	esta	búsqueda	de	la	eficacia,	las	Administraciones	han	realizado	importantes	inversiones	para	incorporar
la	utilización	de	las	Tecnologías	de	la	Información	y	las	Comunicaciones	(TIC)	en	su	quehacer	diario.	Estas
tecnologías	han	permitido	—en	distinto	grado—	automatizar	un	elevado	número	de	procesos	y	procedimien‐
tos	y	ha	simplificado	considerablemente	el	trabajo	interno	desarrollado	por	muchos	departamentos,	con	la
correspondiente	mejora	de	su	eficiencia,	cumpliendo	así	una	parte	de	las	expectativas	que	la	Administración
electrónica	había	despertado.

En	paralelo	con	el	uso	de	las	TIC	para	mejorar	los	procesos	internos,	el	desarrollo	de	Internet	generó	una
demanda	importante	sobre	empresas	y	Administraciones	para	que	éstas	usaran	el	nuevo	canal	para	facilitar
a	sus	usuarios	la	información	y	el	acceso	electrónico	a	sus	servicios.

A	medida	que	el	sector	empresarial	y	algunos	departamentos	ministeriales	fueron	facilitando	el	acceso
electrónico	a	sus	servicios,	la	presión	sobre	el	resto	de	la	Administración	fue	incrementándose	para	conse‐
guir,	al	menos,	el	mismo	grado	de	acceso	que	proporcionan	aquellos	departamentos	más	avanzados.
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TEMA	6.‐	LA	ADMINISTRACIÓN	LOCAL:	PRINCIPIOS	GENERALES.
EL	MUNICIPIO:	CONCEPTO,	ELEMENTOS,	ORGANIZACIÓN	Y	COMPETENCIAS.

LAS	FORMAS	DE	ACTIVIDAD	DE	LAS	ENTIDADES	LOCALES.

1.‐	LA	ADMINISTRACIÓN	LOCAL

1.1.‐	INTRODUCCIÓN

Dentro	de	las	instancias	con	autonomía	política	que	componen	el	Estado,	las	Entidades	Locales	constituyen
el	último	escalón	en	los	niveles	de	autogobierno	que	se	reconocen	en	la	organización	territorial	por	debajo
de	las	CC.AA.	

La	Constitución	Española,	en	el	diseño	de	la	organización	territorial	del	Estado	que	se	dispone	en	SU	Título
VIII,	reconoce	la	autonomía	de	los	municipios	y	provincias	para	la	gestión	de	sus	respectivos	intereses,	en
los	mismos	términos	que	a	 las	Comunidades	Autónomas	(art.	137	CE),	si	bien	el	alcance	de	una	y	otra
difieren	al	concretarse	a	lo	largo	de	los	Capítulos	II	y	III	de	dicho	Título.	

Se	reconoce	así	a	las	entidades	públicas	que	cuenta	con	una	mayor	tradición	histórica	en	nuestra	organiza‐
ción	del	poder	público,	ya	que	se	remontan	a	los	fueros	municipales	que	comenzaron	a	otorgarse	en	la	Alta
Edad	Media.	Su	evolución	a	partir	del	régimen	constitucional	se	ha	caracterizado	por	la	progresiva	intensifi‐
cación	de	la	autonomía	y	del	carácter	democrático	de	sus	instituciones	que	se	inició	con	el	reconocimiento
en	la	Constitución	de	1812	de	las	Diputaciones	y	los	Ayuntamientos	como	entidades	territoriales	a	nivel	local,
con	algunas	de	las	características	que	se	han	mantenido	hasta	la	actualidad	–en	concreto,	un	cierto	nivel	de
autoadministración	y	una	organización	basada	en	una	asamblea	electiva	presidida	por	un	Jefe	o	Alcalde–,
pero	sin	una	verdadera	autonomía	al	encontrarse	bajo	la	dependencia	del	Estado.

Su	evolución	a	lo	largo	del	siglo	XIX	osciló	entre	períodos	de	mayor	o	menor	autonomía,	así	como	de	elección
o	designación	de	sus	titulares,	que	no	contribuyeron	a	aportar	estabilidad	a	estas	instituciones	que	sufrieron,
además,	un	progresivo	desgaste	en	sus	recursos	a	favor	del	Estado	al	que,	en	última	instancia,	se	encontraban
sometidos.	

Ya	en	el	siglo	XX	comenzó	un	período	de	reforma	al	que	contribuyó	el	Estatuto	Municipal	de	Calvo	Sotelo	de
1924	–que	pretendió	democratizar	la	vida	local,	aumentar	sus	competencia	y	mejorar	su	Hacienda–,	y	que
culminó	con	el	reconocimiento	pleno	de	su	autonomía	y	del	carácter	electivo	de	sus	representantes	por
sufragio	popular	bajo	la	Constitución	Republicana	de	1931.	

Estos	logros	desaparecieron	bajo	la	dictadura	franquista,	que	sometió	a	las	Administraciones	locales	estable‐
ciendo	la	designación	gubernativa	de	los	Alcaldes	y	Presidentes,	así	como	la	fiscalización	y	tutela	de	todos
sus	actos.

La	Constitución	Española	de	1978	culmina	la	evolución	de	la	Administración	Local	situándola	en	la	base	de
la	organización	territorial	del	Estado	con	plena	autonomía,	bajo	una	organización	democrática	y	con	autosu‐
ficiencia	financiera.
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TEMA	7.‐	ORDENANZAS	Y	REGLAMENTOS	DE	LAS	ENTIDADES	LOCALES.
CLASES.	PROCEDIMIENTO	DE	ELABORACIÓN	Y	APROBACIÓN.

1.‐	LA	POTESTAD	NORMATIVA	DE	LAS	ENTIDADES	LOCALES

El	art.	55	del	Real	Decreto	Legislativo	781/1986,	por	el	que	aprueba	el	Texto	Refundido	de	las	disposiciones
legales	vigentes	en	materia	de	Régimen	Local,	establece	que	“en	la	esfera	de	su	competencia,	las	Entidades
locales	podrán	aprobar	Ordenanzas	y	Reglamentos,	y	los	Alcaldes	dictar	Bandos.	En	ningún	caso	contendrán
preceptos	opuestos	a	las	leyes”.

Todo	ello	a	consecuencia	de	la	potestad	reglamentaria	reconocida	a	las	Entidades	Locales	por	el	art.	4	de	la
Ley	7/1985,	Reguladora	de	las	Bases	del	Régimen	Local	(LRBRL).

1.1.‐	POTESTAD	REGLAMENTARIA

Las	Ordenanzas	y	Reglamentos	son	la	expresión	concreta	de	la	potestad	reglamentaria	que	se	reconoce	a	las
Entidades	que	integran	la	Administración	local,	consecuencia	de	la	autonomía	de	la	que	gozan.

Se	 denomina	 potestad	 reglamentaria	 al	 poder	 en	 virtud	 del	 cual	 la	 Administración	 dicta	 reglamentos.
Constituye	su	potestad	más	intensa	e	importante,	puesto	que	implica	participar	en	la	formación	del	ordena‐
miento	jurídico.	De	este	modo,	la	Administración	no	es	sólo	un	sujeto	de	Derecho	sometido	como	los	demás
a	un	ordenamiento	que	le	viene	impuesto,	sino	que	tiene	la	capacidad	de	formar,	en	una	cierta	medida,	su
propio	ordenamiento.

El	art.	4.1.a)	LRBRL	atribuye	la	potestad	reglamentaria,	en	todo	caso,	a	los	Municipios,	Provincias	e	Islas	en
su	calidad	de	Administraciones	Públicas	territoriales,	pudiendo	aplicarse	a	las	otras	Entidades	Locales	si	la
legislación	de	las	Comunidades	Autónomas	lo	concreta.

La	potestad	normativa	de	los	Entes	Locales	se	manifiesta	en	normas	jurídicas	de	varias	clases,	que	pueden
clasificarse	de	la	forma	siguiente:

•	Por	el	sujeto	del	que	proceden:

‐De	la	Corporación:	Ordenanzas	y	Reglamentos
‐Del	Presidente:	Bandos

•	Por	la	materia	que	regulan:

‐Ordenanzas	de	policía	y	buen	gobierno
‐Reglamentos	organizativos:	orgánico,	de	funcionarios,	de	régimen	interior	o	de	servicios
‐Bandos	para	casos	de	necesidad	o	urgencia
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TEMA	8.‐	LA	LEY	19/2013,	DE	TRANSPARENCIA,	ACCESO	A	LA	INFORMACIÓN
PÚBLICA	Y	BUEN	GOBIERNO:	PUBLICIDAD	ACTIVA	Y	DERECHO	DE

ACCESO	A	LA	INFORMACIÓN	PÚBLICA.

1.‐	TRANSPARENCIA	Y	ACCESO	A	LA	INFORMACIÓN	PÚBLICA

1.1.‐	INTRODUCCIÓN

En	un	sistema	democrático,	donde	el	gobierno	no	deja	de	ser	el	representante	del	pueblo,	el	derecho	de
acceso	 a	 la	 información	 se	 está	 convirtiendo	paulatinamente	 en	una	herramienta	 esencial	 para	que	 el
ciudadano	a	través	de	su	uso	haga	valer	sus	derechos	frente	al	estado;	de	hecho	es	la	naturaleza	representati‐
va	del	gobierno	la	que	convierte	al	derecho	de	acceso	a	la	información	en	un	derecho	fundamental.

Idealmente,	y	siguiendo	el	principio	de	publicidad	que	rige	normalmente	el	funcionamiento	de	las	institucio‐
nes	públicas,	toda	la	información	en	manos	del	Estado	debería	ser	pública;	de	no	ser	así,	debe	existir	una	ley
de	acceso	a	la	información	que	asegure	dicha	publicidad.

El	derecho	de	acceso	a	la	información	es	un	derecho	fundamental	reconocido	a	nivel	internacional	como	tal
debido	a	la	naturaleza	representativa	de	los	gobiernos	democráticos;	es	un	derecho	esencial	para	promover
la	transparencia	de	las	 instituciones	públicas	y	para	fomentar	la	participación	ciudadana	en	la	toma	de
decisiones.	Además	las	Administraciones	Públicas	se	financian	con	fondos	procedentes	de	los	contribuyentes
y	su	misión	principal	consiste	en	servir	a	los	ciudadanos	por	lo	que	toda	la	información	que	generan	y	poseen
pertenece	a	la	ciudadanía.

Hay	dos	aspectos	del	derecho	al	acceso	a	la	información:

‐	Transparencia	Proactiva:	Es	la	obligación	de	los	organismos	públicos	de	publicar	y	dar	a	conocer	la
información	sobre	sus	actividades,	presupuestos	y	políticas;

‐	Transparencia	Reactiva:	Es	el	derecho	de	los	ciudadanos	de	solicitar	a	los	funcionarios	públicos	cual‐
quier	tipo	de	información	de	y	el	derecho	a	recibir	una	respuesta	documentada	y	satisfactoria.

Los	Principios	básicos	del	derecho	de	acceso	a	la	información	han	de	ser:

•	El	derecho	a	la	información	es	un	derecho	de	toda	persona.‐	El	acceso	a	la	información	es	un	derecho
de	toda	persona,	que	debe	aplicarse	sin	discriminación	por	razón	de	nacionalidad	o	carácter	del	solicitan‐
te	y	que	debe	poder	ejercerse	sin	necesidad	de	justificar	las	razones	por	las	que	se	solicita	la	información.

•	El	derecho	de	acceso	se	aplica	a	todas	las	entidades	públicas.‐	El	derecho	se	aplica	a	todas	las	entidades
públicas	del	Estado	(poder	ejecutivo,	poder	legislativo	y	poder	judicial).	También	se	verán	obligadas	a
asegurar	el	correcto	disfrute	de	este	derecho	todas	aquellas	entidades	privadas	y	personas	naturales	que
ejerzan	cualquier	autoridad	administrativa,	realicen	funciones	públicas	u	operen	con	fondos	públicos.
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TEMA	9.‐	LEY	ORGÁNICA	3/2007,	PARA	LA	IGUALDAD	EFECTIVA	DE
MUJERES	Y	HOMBRES:	OBJETO	Y	ÁMBITO	DE	APLICACIÓN.	EL	PRINCIPIO

DE	IGUALDAD	Y	LA	TUTELA	CONTRA	LA	DISCRIMINACIÓN.

1.‐	POLÍTICAS	DE	IGUALDAD	DE	GÉNERO

El	artículo	14	de	la	Constitución	española	proclama	el	derecho	a	la	igualdad	y	a	la	no	discriminación	por
razón	de	sexo.	Por	su	parte,	el	artículo	9.2	consagra	la	obligación	de	los	poderes	públicos	de	promover	las
condiciones	para	que	la	igualdad	del	individuo	y	de	los	grupos	en	que	se	integra	sean	reales	y	efectivas.

La	 igualdad	entre	mujeres	y	hombres	es	un	principio	 jurídico	universal	 reconocido	en	diversos	 textos
internacionales	sobre	derechos	humanos,	entre	los	que	destaca	la	Convención	sobre	la	eliminación	de	todas
las	formas	de	discriminación	contra	la	mujer,	aprobada	por	la	Asamblea	General	de	Naciones	Unidas	en
diciembre	de	1979	y	ratificada	por	España	en	1983.	En	este	mismo	ámbito	procede	evocar	los	avances
introducidos	por	conferencias	mundiales	monográficas,	como	la	de	Nairobi	de	1985	y	Beijing	de	1995.

La	igualdad	es,	asimismo,	un	principio	fundamental	en	la	Unión	Europea.	Desde	la	entrada	en	vigor	del
Tratado	de	Ámsterdam,	el	1	de	mayo	de	1999,	la	igualdad	entre	mujeres	y	hombres	y	la	eliminación	de	las
desigualdades	entre	unas	y	otros	son	un	objetivo	que	debe	integrarse	en	todas	las	políticas	y	acciones	de	la
Unión	y	de	sus	miembros.

Con	amparo	en	el	antiguo	artículo	111	del	Tratado	de	Roma,	se	ha	desarrollado	un	acervo	comunitario	sobre
igualdad	de	sexos	de	gran	amplitud	e	importante	calado,	a	cuya	adecuada	transposición	se	dirige,	en	buena
medida,	la	presente	Ley.	En	particular,	esta	Ley	incorpora	al	ordenamiento	español	dos	directivas	en	materia
de	igualdad	de	trato,	la	2002/73/CE,	de	reforma	de	la	Directiva	76/207/CEE,	relativa	a	la	aplicación	del
principio	de	igualdad	de	trato	entre	hombres	y	mujeres	en	lo	que	se	refiere	al	acceso	al	empleo,	a	la	forma‐
ción	y	a	 la	promoción	profesionales,	y	a	 las	condiciones	de	 trabajo;	y	 la	Directiva	2004/113/CE,	sobre
aplicación	del	principio	de	igualdad	de	trato	entre	hombres	y	mujeres	en	el	acceso	a	bienes	y	servicios	y	su
suministro.

El	pleno	reconocimiento	de	la	igualdad	formal	ante	la	ley,	aun	habiendo	comportado,	sin	duda,	un	paso
decisivo,	ha	resultado	ser	insuficiente.	La	violencia	de	género,	la	discriminación	salarial,	la	discriminación
en	las	pensiones	de	viudedad,	el	mayor	desempleo	femenino,	la	todavía	escasa	presencia	de	las	mujeres	en
puestos	de	responsabilidad	política,	social,	cultural	y	económica,	o	los	problemas	de	conciliación	entre	la	vida
personal,	laboral	y	familiar	muestran	cómo	la	igualdad	plena,	efectiva,	entre	mujeres	y	hombres,	aquella
«perfecta	igualdad	que	no	admitiera	poder	ni	privilegio	para	unos	ni	incapacidad	para	otros»,	en	palabras
escritas	por	John	Stuart	Mill	hace	casi	140	años,	es	todavía	hoy	una	tarea	pendiente	que	precisa	de	nuevos
instrumentos	jurídicos.

Resultaba	necesaria,	en	efecto,	una	acción	normativa	dirigida	a	combatir	todas	las	manifestaciones	aún
subsistentes	de	discriminación,	directa	o	indirecta,	por	razón	de	sexo	y	a	promover	la	igualdad	real	entre
mujeres	y	hombres,	con	remoción	de	los	obstáculos	y	estereotipos	sociales	que	impiden	alcanzarla.	Esta
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TEMA	10.‐	LEY	31/1995,	DE	PREVENCIÓN	DE	RIESGOS	LABORALES:	ÁMBITO
DE	APLICACIÓN.	DERECHOS	Y	DEBERES.	PRINCIPIOS	DE	LA	ACCIÓN	PREVENTIVA.

EVALUACIÓN	DE	RIESGOS.	OBLIGACIONES	DE	LOS	TRABAJADORES	Y
TRABAJADORAS	EN	MATERIA	DE	PREVENCIÓN	DE	RIESGOS.	CONSULTA	A
LOS	TRABAJADORES	Y	TRABAJADORAS.	COMITÉ	DE	SEGURIDAD	Y	SALUD.

1.‐	LA	LEY	31/1995,	DE	PREVENCIÓN	DE	RIESGOS	LABORALES:	INTRODUCCIÓN

El	artículo	40.2	de	la	Constitución	encomienda	a	los	poderes	públicos,	como	uno	de	los	principios	rectores
de	la	política	social	y	económica,	velar	por	la	seguridad	e	higiene	en	el	trabajo.	Este	mandato	constitucional
conlleva	la	necesidad	de	desarrollar	una	política	de	protección	de	la	salud	de	los	trabajadores	mediante	la
prevención	de	los	riesgos	derivados	de	su	trabajo	y	encuentra	en	la	Ley	de	Prevención	de	Riesgos	Laborales
su	pilar	 fundamental.	En	 la	misma	se	configura	el	marco	general	en	el	que	habrán	de	desarrollarse	 las
distintas	acciones	preventivas,	en	coherencia	con	las	decisiones	de	la	Unión	Europea	que	ha	expresado	su
ambición	de	mejorar	progresivamente	las	condiciones	de	trabajo	y	de	conseguir	este	objetivo	de	progreso
con	una	armonización	paulatina	de	esas	condiciones	en	los	diferentes	países	europeos.

De	 la	presencia	de	España	en	 la	Unión	Europea	se	deriva,	por	consiguiente,	 la	necesidad	de	armonizar
nuestra	política	con	la	naciente	política	comunitaria	en	esta	materia,	preocupada,	cada	vez	en	mayor	medida,
por	el	estudio	y	tratamiento	de	la	prevención	de	los	riesgos	derivados	del	trabajo.	Buena	prueba	de	ello	fue
la	modificación	del	Tratado	constitutivo	de	la	Comunidad	Económica	Europea	por	la	llamada	Acta	Única,	a
tenor	de	cuyo	artículo	118	A)	los	Estados	miembros	vienen,	desde	su	entrada	en	vigor,	promoviendo	la
mejora	del	medio	de	trabajo	para	conseguir	el	objetivo	antes	citado	de	armonización	en	el	progreso	de	las
condiciones	de	seguridad	y	salud	de	los	trabajadores.	Este	objetivo	se	ha	visto	reforzado	en	el	Tratado	de
la	Unión	Europea	mediante	el	procedimiento	que	en	el	mismo	se	contempla	para	la	adopción,	a	través	de
Directivas,	de	disposiciones	mínimas	que	habrán	de	aplicarse	progresivamente.

Consecuencia	de	todo	ello	ha	sido	la	creación	de	un	acervo	jurídico	europeo	sobre	protección	de	la	salud	de
los	 trabajadores	 en	 el	 trabajo.	De	 las	Directivas	que	 lo	 configuran,	 la	más	 significativa	 es,	 sin	duda,	 la
89/391/CEE,	relativa	a	la	aplicación	de	las	medidas	para	promover	la	mejora	de	la	seguridad	y	de	la	salud
de	 los	 trabajadores	en	el	 trabajo,	que	contiene	el	marco	 jurídico	general	en	el	que	opera	 la	política	de
prevención	comunitaria.

La	Ley	31/1995,	de	8	de	noviembre,	de	Prevención	de	Riesgos	Laborales	(en	adelante	LPRL)	transpone	al
Derecho	español	 la	citada	Directiva,	al	tiempo	que	incorpora	al	que	será	nuestro	cuerpo	básico	en	esta
materia	disposiciones	de	otras	Directivas	cuya	materia	exige	o	aconseja	la	transposición	en	una	norma	de
rango	legal,	como	son	las	Directivas	92/85/CEE,	94/33/CEE	y	91/383/CEE,	relativas	a	la	protección	de	la
maternidad	y	de	los	jóvenes	y	al	tratamiento	de	las	relaciones	de	trabajo	temporales,	de	duración	determina‐
da	y	en	empresas	de	trabajo	temporal.	Así	pues,	el	mandato	constitucional	contenido	en	el	artículo	40.2	de
nuestra	ley	de	leyes	y	la	comunidad	jurídica	establecida	por	la	Unión	Europea	en	esta	materia	configuran	el
soporte	básico	en	que	se	asienta	la	LPRL.	Junto	a	ello,	 los	compromisos	contraídos	con	la	Organización
Internacional	del	Trabajo	a	partir	de	la	ratificación	del	Convenio	155,	sobre	seguridad	y	salud	de	los	trabaja‐


